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Estimado Presidente Arévalo y autoridades,  
 
Nuestras organizaciones de Canadá, Estados Unidos y Guatemala tienen un enfoque en la 
justicia social y ambiental y de los derechos humanos y de los pueblos originarios, y hemos 
mantenido relaciones de colaboración durante muchos años con la Resistencia Pacífica La 
Puya en los municipios de San José del Golfo y San Pedro Ayampuc. En marzo de 2024, La 
Puya celebró su duodécimo año de defensa del agua, la salud y de sus derechos a vivir en un 
ambiente sano; así como el goce de su libre autodeterminación como pueblos indígenas Maya 
Kaqchikel y Xinka. 
 
Para lograr operar su mina, la Policía Nacional Civil actuó en contubernio con la empresa 
estadounidense Kappes, Cassiday & Associates (KCA) para reprimir a la Puya y poner en 
operación su mina de oro Progreso VII Derivado en mayo de 2014. Después de que los 
trabajos de la mina fueran suspendidos por la Corte de Suprema de Justicia en el 2016, la 
misma empresa inició su demanda en contra de Guatemala, por más de US$400 millones de 
dólares ante el tribunal de arbitraje del Banco Mundial, el Centro Internacional de Arreglo de 
Diferencias Relativas a Inversiones (CIADI) y bajo los términos del Tratado de Libre Comercio 
entre los Estados Unidos, Centroamérica y la República Dominicana (CAFTA-DR).  
 
Hoy escribimos para exhortar a esta nueva administración el pleno respeto por los derechos, 
usos y costumbres de los pueblos que conforman la Resistencia Pacífica la Puya en el marco 
de la consulta propia de los pueblos y reconocida por la Corte Constitucional, lo cual está aún 
en una fase anterior a la pre-consulta, de diseño del proceso.  
 



Nos preocupa la presión que la empresa KCA y sus representantes podrían intentar generar 
sobre el gobierno de diversas formas, e inclusive por la decisión pendiente en el proceso de 
arbitraje, para insistir en sobrepasar su rol en el marco de la consulta. Esto es inaceptable, 
considerando que es el principal actor con muchos intereses de por medio para lograr la 
reanudación de la mina, a la vez que siempre operó de manera ilegal en Guatemala y 
solamente logró extraer oro entre 2014 a 2016 por la campaña de intimidación y represión que 
llevó a cabo con la Policía Nacional Civil.  
 
La consulta es un derecho intrínseco y una práctica propia de los pueblos que está siendo 
reconocido en la sentencia de la Corte Constitucional. En este contexto, es necesariamente un 
proceso que se debe llevar a cabo entre el gobierno y el pueblo en base a los usos y 
costumbres y con respeto por la libre determinación de las comunidades Maya Kaqchikel y 
Xinka en todas sus fases, desde su diseño, el intercambio de información y luego el proceso de 
toma de decisión. Tal como sucede en el proceso de consulta entre el estado de Guatemala 
con el Parlamento Xinka de Guatemala, el rol de la empresa es limitada exclusivamente para 
proporcionar información sobre el proyecto minero en el momento dado en el proceso.  
 
Es importante recordar, además, que el gobierno ha reconocido la legitimidad de la lucha de la 
La Puya en su defensa legal realizada en el marco del proceso de arbitraje llevado por KCA 
ante el CIADI. De hecho, el Estado guatemalteco construyó gran parte de su defensa legal 
sobre la documentación, argumentos y estudios que las comunidades desarrollaron durante 
años de lucha con el apoyo de técnicos, abogados y organizaciones aliadas, así como con la 
participación de personas de la Resistencia. Reconoce que el corazón de la lucha de La Puya 
es la defensa del agua, líquido vital para asegurar la salud y la vida en los pueblos. Además, el 
gobierno reconoce en sus escritos presentados al panel de arbitraje que la inversión de KCA 
fue marcada por muchas ilegalidades e irregularidades desde su inicio y que jamás su mina 
debería haber operado. Por ejemplo, la defensa legal de Guatemala señala el deplorable 
estudio de impacto ambiental de KCA, diciendo que nunca debería haber sido aprobado. 
También destaca la violación de las normas medioambientales por parte de la empresa y su 
falta de una licencia de construcción para desarrollar la mina. Los abogados del gobierno 
incluso llamaron a miembros de la comunidad para que fueran testigos ante el tribunal de 
arbitraje. 
 
Además de ser el actor más interesado y sesgado para favorecer la reanudación del proyecto 
Progreso VII Derivado, sería doblemente perverso permitir su participación en la consulta dado 
que siempre ha operado en la ilegalidad, haciendo caso omiso a la normatividad del país, 
utilizando la intimidación y la represión para imponer su mina, y ahora especulando sobre la 
posibilidad de ganar hasta cientos de millones de dólares a través del arbitraje en contra del 
pueblo guatemalteco. En palabras de la Corte Constitucional en su sentencia de junio de 2020, 
el proyecto de KCA queda suspendido por “[haber] suscitado grave clima de conflictividad que 
ha puesto en riesgo la vida y seguridad de los habitantes de aquellos municipios”. Lo único que 
cabe en torno al papel de la empresa en este proceso, en su momento, es que proporcione 
toda la información que tiene sobre el proyecto minero y según lo que requieren las 
comunidades Maya Kaqchikel y Xinka para poder ejercer su derecho a la libre determinación.   



 
Exhortamos al gobierno respetar la decisión de la Corte Constitucional y los usos, costumbres y 
derechos a la libre determinación de las comunidades Maya Kaqchikel y Xinka, y ser coherente 
con lo que se ha argumentado frente al tribunal de arbitraje, limitando así el papel de esta 
empresa que tanto ha mostrado su desdén por las comunidades de San Pedro Ayampuc y San 
José del Golfo y que intenta extorsionar cientos de millones de dólares ahora del pueblo.  
 
Agradecemos su atención a esta comunicación y estaremos pendientes por lo que sigue en 
torno a la definición del proceso de consulta.   
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